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MAITE CAMACHO

T IENE 26 años. Trabaja en
una cafetería del barrio del
Antiguo de San Sebastián

con horario de 12.30 a 16.30 horas,
de lunes a viernes. Para desplazar-
se coge el topo –tren del País Vas-
co– hasta Lugaritz y desde ahí va
andando. Acude solo al trabajo; va
solo por el barrio del Antiguo y no
se pierde. El trabajo en la cafetería
es retribuido. En su casa hace la
cama, su habitación y prepara la
comida. Cuando necesita sacar di-
nero va con sus padres o su her-
mana y del cajero automático saca
él el dinero: pone el PIN, cuyo nú-
mero recuerda”. 

Estos argumentos bastaron a
la sección tercera de la Audiencia
Provincial de Guipúzcoa en su
sentencia del pasado 11 de febre-
ro: el joven ha conseguido “una
notable integración social y grado
de autonomía personal”. Y consi-
deró, además,  que “a pesar a su
discapacidad” se trataba, tal y co-
mo dictaminaron los forenses, de
“una persona autónoma para las
actividades de la vida diaria”.

Así, revocando la decisión de un
Juzgado de Irún, la Audiencia de-
cretó su incapacitación “parcial”,
permitiéndole, por tanto, mantener
su capacidad de autogobierno en la

esfera personal recuperando sus
derechos de sufragio, a contraer
matrimonio y a disponer de sus
bienes para hacer testamento, si
bien deja a salvo que los padres os-
tentarán la representación del jo-
ven en “actos de administración
extraordinarios”, la asistencia en
la gestión de su patrimonio y en las
decisiones personales “de especial
trascendencia”.

El fallo de la Audiencia se ha
convertido en una resolución pio-
nera en nuestro país y es que es la
primera vez que en España un tri-
bunal aplica de lleno el principio
general del artículo 12 de la Con-
vención Internacional de los Dere-

chos de las Personas con Discapa-
cidad de 13 de diciembre de 2006 de
la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas y que, tras su ratifica-
ción por España, entró en vigor en
nuestro país el 3 de mayo de 2008.
Se trata, en concreto, del reconoci-
miento de que las personas con dis-
capacidad tienen capacidad jurídi-
ca en todos los aspectos de su vida,
en igualdad de condiciones con las
que carecen de discapacidad.

Tradición histórica. Histórica-
mente, las familias han solicitado
la incapacidad jurídica total para
sus familiares con alguna discapa-
cidad intelectual. Una pretensión
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Congreso de Expertos Justicia 
y Derechos Humanos

Amediados de 2010 la Fundación Æquitas del Consejo General del Notariado, en
colaboración con el Congreso de Expertos Justicia y Derechos Humanos,

presentó un informe a los principales grupos parlamentarios en el que solicitaban
reformas para lograr que la legislación española esté acorde con los
planteamientos de la Convención en materia de acceso a la Justicia de las
personas con discapacidad. Las propuestas pasan, entre otras, por conseguir que
se facilite a estas personas la comprensión de los documentos judiciales, que se
les permita actuar como testigos o miembros de jurados sin ser discriminados,
que puedan intervenir en las actuaciones judiciales con los apoyos que necesiten,
así como una especialización de los tribunales y del personal que les atiende.

EL RECONOCIMIENTO JURÍDICO DE
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

TRADICIONALMENTE, los jueces españoles han optado por la incapa-
citación absoluta y automática de las personas que sufren una disca-

pacidad intelectual. Una reciente sentencia de la Audiencia Provincial de
Guipúzcoa da un giro de 180 grados a esta tendencia y reconoce por pri-
mera vez en España la mayoría de sus derechos civiles a un joven con
síndrome de Down: no sólo les otorga el derecho de voto, sino, y lo que
es más importante, el derecho de testar, casarse y administrar las rentas
de su trabajo. 
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que era atendida por los tribuna-
les, que convertían a estos familia-
res en sus tutores –prorrogándose
la patria potestad de forma auto-
mática tras cumplir el incapacita-
do judicial la mayoría de edad–.
Los tiempos, sin embargo, están
cambiando y son muchas las aso-
ciaciones que representan a las
personas con discapacidad que re-
claman un nuevo modelo en el que
se potencie su autonomía e inde-
pendencia, en pro de una sociedad
más igualitaria e inclusiva.

Quizá por ello la resolución
previa del Juzgado de Irún había
declarado al joven “totalmente in-
capaz”. Ahora bien, en este caso la
decisión del juzgado fue precisa-
mente la contraria a la que preten-
dían la familia del joven y la Fisca-
lía de Protección de Discapacita-
dos y Tutelas de Guipúzcoa, que
habían solicitado una incapacidad
parcial, con la intención de que el
chico pudiera mantener la mayo-
ría de sus derechos civiles.

Durante el juicio su hermana
explicó que “el chico es autónomo
a la hora de desplazarse por la ca-
lle, ir, moverse, sacar el bono del
bus… Que en su tiempo libre está
con sus amigos –unos con minus-

valía psíquica y otros que no la tie-
nen– y que si sus padres pasan un
fin de semana fuera puede estar
solo en casa y preparar la comida”.
Pero además señaló que “cada día
que pasa demuestra que es capaz
de resolver más conflictos en el
trabajo o con los amigos; una de-
claración de incapacidad total se-
ría negativa ya que cortaría su
progresión; sólo precisa que al-
guien le explique las cosas”.

En relación al dinero, conti-
nuaba, “puede manejar pequeñas
cantidades de dinero; acude una o
dos veces al mes al cajero para sa-
car unos doscientos euros que lue-
go guarda en su caja; si quiere
comprar ropa o algún juego utiliza
ese dinero; con cantidades peque-
ñas sabe desenvolverse pero con
cantidades grandes se lía más”.

Evidentemente, se trata de una
situación concreta y determinada,
que no es predicable de forma au-
tomática a toda persona con una
discapacidad intelectual. Si bien,
ello no es óbice para que suponga
un nuevo punto de partida y una
nueva concepción a la hora de de-
terminar las capacidades y reco-
nocimientos jurídicos para las per-
sonas que tienen discapacidad.

Encontronazos legales. En estos
días se halla en el Congreso un
proyecto de ley denominado de
“adaptación normativa a la Con-
vención Internacional sobre los
Derechos de las Personas con Dis-
capacidad”. No obstante, lo cierto
es que no son muy ambiciosas las
modificaciones legales que el nue-
vo texto pretende acometer, ni en
número ni en trascendencia: se
modifican tan sólo seis leyes, de
forma poco intervencionista, como
son, entre otras, la Ley General de
Sanidad de 1986 o la del Estatuto
del Empleado Público de 2007. 

Además, recientemente se ha
aprobado el Real Decreto 422/2011,
de 25 de marzo, por el que se aprue-
ba el reglamento sobre las condi-
ciones básicas para la participa-
ción de las personas con discapaci-
dad en la vida política y en los
procesos electorales.

Sin embargo, las medidas del
Gobierno van destinadas sobre todo
a las personas con discapacidad fí-
sica. Así, mejorarán la accesibili-
dad a los colegios electorales y ha-
rán que la información sobre cómo
ejercer el derecho al voto sea más
clara y directa; y facilitarán el
transporte de las personas con mo-

La Audiencia Provincial de Guipúzcoa ha reconocido que las personas con
discapacidad tienen capacidad jurídica en todos los aspectos de su vida

El artículo 12 de
la Convención de
la ONU reafirma
que “las
personas con
discapacidad
tienen derecho en
todas partes al
reconocimiento
de su
personalidad
jurídica”.
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vilidad reducida. También habrá
intérpretes para que los miembros
de las mesas con discapacidad audi-
tiva se puedan comunicar con los
electores. Por tanto, alrededor de
cuatro millones de personas se ve-
rán beneficiadas por este reglamen-
to, aunque este no será el caso de las
personas con síndrome de Down.

De este modo, sigue sin darse
una respuesta adecuada al conflic-
to que se crea entre la mencionada
Convención Internacional de los
Derechos de las Personas con Dis-

capacidad, de aplicación vinculan-
te en nuestro país, y que en su artí-
culo 12 reafirma que “las personas
con discapacidad tienen derecho
en todas partes al reconocimiento
de su personalidad jurídica” y de-
termina que la interpretación de
las limitaciones de derechos por
incapacidad sean “proporcionales
y adaptadas a las circunstancias
de las personas”, y el actual Códi-
go Civil, que obliga a incapacitar
jurídicamente a las personas con
discapacidad intelectual con falta
de autogobierno o la  Ley Orgánica
del Régimen Electoral General de
1985 (Loreg). Así, las oportunas y
necesarias reformas legislativas
para llevar a cabo este modelo so-
cial e integrador propugnado por
la Convención son aún escasas.

En primer lugar, el tratamien-
to que la normativa civil da a las
personas con limitaciones en su
capacidad que son convertidas di-
rectamente en incapacitadas para
la vida jurídica, choca de plano
con el nuevo impulso social que
trata de lograr una cada vez mayor
independencia y autonomía para
estas personas. Así, la facultad de
contraer matrimonio, administrar
sus rentas, otorgar testamento o
ser testigo, son  actos jurídicos tra-
tados con un enfoque notoriamen-
te obsoleto respecto a estas perso-
nas en la norma citada.

Pero además, la Loreg da, asi-
mismo, un trato discriminatorio a
las personas con discapacidad, da-
do que permite la privación de de-
rechos tan elementales como es el
de sufragio activo a personas que
han sido incapacitadas judicial-
mente. La Loreg aplica un criterio
general de negación del derecho a
todo incapacitado sin modular las
circunstancias concurrentes, en
perjuicio de un criterio restrictivo
que sólo privara del derecho a su-
fragio en supuestos excepcionales.

Reivindican sus derechos. En
este contexto, y tras conocerse la
sentencia, un grupo de jóvenes con
síndrome de Down acudieron al
Congreso de los Diputados para
demandar que estos y otros dere-
chos civiles les sean reconocidos
como a cualquier otra persona
porque quieren ser “ciudadanos
de pleno derecho”. Así, el pasado
21 de marzo, aprovechando la cele-
bración del Día Internacional del
Síndrome de Down, reclamaron
ante el Congreso su derecho a ser
ciudadanos de primera.

Dos jóvenes que tienen esta dis-
capacidad intelectual –que afecta en
España a unas 34.000 personas, se-
gún estimaciones de la asociación
Down España– se dirigieron a los
políticos españoles mediante un
manifiesto donde exigían la aplica-
ción inmediata de la mencionada
Convención Internacional de los
Derechos de las Personas con Dis-
capacidad por jueces y tribunales,
“evitando situaciones de indefen-
sión judicial ante incapacitaciones
absolutas que nos convierte en ciu-
dadanos de segunda”. 

“Yo soy una persona con sín-
drome de Down y no puedo ocul-
tarlo, pero tampoco me avergüen-
zo de ello. No me impide vivir mi
vida. Sólo quiero que me acepten
tal y como soy, un joven sincero,
valiente, trabajador, responsable y
buena persona”, comenzaba la lec-
tura del manifiesto.

Durante su intervención pidie-
ron además que se les permita “ser
un ciudadano más, con sus dere-
chos y también con sus obligacio-
nes. Queremos que nos dejéis to-
mar nuestras propias decisiones y
que nos apoyéis cuando lo necesi-
temos.” Así, dijeron, “levantamos
nuestra voz para decir que quere-
mos vivir nuestra vida, porque po-
demos, porque queremos y porque
tenemos el derecho de hacerlo”. ■ 

Aumenta el número 
de discriminaciones

SEGÚN el Comité Español de Representantes de
Minusválidos, durante 2010 la institución recibió

más de 400 consultas; lo que supone que se han
duplicado el número de personas o entidades que han
acudido al Comité con respecto al año 2009, en el que se
atendieron un total de 207. Las materias que más han
crecido en número de consultas en términos relativos
han sido las cuestiones sobre discriminaciones directas
e indirectas que apelan al cumplimiento de la Ley de
igualdad de oportunidades, no discriminación y
accesibilidad universal de las personas con
discapacidad, que han pasado a tener un peso sobre el
total del tres por ciento en 2009 al nueve por ciento en el
2010, multiplicándose por cinco el total de los asuntos.

Históricamente, las familias han solicitado la incapacidad jurídica total para sus
familiares con discapacidad intelectual

Las asociaciones
que representan a
las personas con
discapacidad
reclaman un nuevo
modelo en el que
se potencie su
autonomía e
independencia.
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